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Finalmente nos informaron que con la documentación aportada por el recurrente y tras la valoración de sus 
circunstancias personales habían motivado la estimación de su recurso y, por tanto, la concesión de su renovación 
(queja 18/1054).

En muchos expedientes de extranjería se requiere la comparecencia de los solicitantes ante nuestras 
misiones consulares en el extranjero, bien en los consulados o ante las embajadas.

El trato proferido por los funcionarios, los plazos de espera e incluso la falta de fundamentación jurídica de sus 
resoluciones, han sido denunciadas ante este comisionado tanto por ciudadanos de origen extranjero como por 
ciudadanos españoles (queja 18/4882 y queja 18/6653).

Por su relevancia detallamos las intervenciones con un ciudadano por los retrasos en la tramitación de su 
expediente de matrimonio por poderes en el Consulado de España en República Dominicana. Su pareja y madre 
de su hijo de tres años, se encontraba en este país y necesitaba formalizar su relación para que ella pudiera venir a 
reunirse con él, gravemente enfermo.

Tras contactar con el Registro Civil de Linares (Jaén) y comprobar que el retraso se debía a que desde República 
Dominicana no se había remitido la comparecencia de la pareja del interesado, remitimos un correo al consulado 
exponiendo esta incidencia y la compleja situación personal y familiar del promotor, siendo que en unos días nos 
notificaron la concesión de un visado de corta duración a la esposa para que, ya en territorio nacional, formalizaran 
expediente matrimonial y con ello su documentación, en tanto que familiar de comunitario (queja 18/3459).

La acumulación de retrasos en los expedientes de nacionalidad española por residencia legal continuada, 
ha sido, sin duda, el principal motivo de las quejas registradas en esta Defensoría en el área de extranjería en 2018.

Los promotores de estos expedientes denuncian retrasos, de hasta tres años, en la resolución de sus solicitudes de 
nacionalidad, así como falta de información y asesoramiento por parte de la Dirección General de los Registros y 
del Notariado y de los registros civiles competentes para la tramitación de estas solicitudes.

Estos retrasos afectan, no solo a los solicitantes, sino también a sus familiares más directos que no pueden optar 
a su documentación por la vía de la reagrupación comunitaria hasta que los expedientes no estén debidamente 
resueltos y notificados.

Desde esta Defensoría remitimos, una vez atendidos los usuarios y recogida la documentación necesaria, estos 
expedientes al Defensor del Pueblo de España, ya que la actividad del Ministerio de Justicia queda al margen de 
nuestras competencias (queja 18/773, queja 18/1225, queja 18/3512, queja 18/4766, queja 18/6145, entre otros).

El Ministerio reconoce, según información facilitada al Defensor del Pueblo, que pese a las novedades de gestión 
incorporadas, ello no se ha traducido en una mejora de los tiempos de tramitación de las solicitudes de nacionalidad 
por residencia. Por lo anterior, se va a poner en marcha un plan de choque que incluirá la contratación de personal 
que permita la gestión de las solicitudes en el plazo de un año que establece el artículo 11 del Real Decreto 100/2015, 
de 6 de noviembre, por el que se aprueba el reglamento que regula el procedimiento para la adquisición de la 
nacionalidad española por residencia.

Sin embargo, continua informando la institución estatal, la Dirección General de los Registros y del Notariado no 
ha concretado la fecha de inicio para este plan de choque ni los plazos del mismo.

1.10.2.3 Protección a colectivos inmigrantes en situación de especial vulnerabilidad
La publicación en distintos medios de comunicación de varios casos de maltrato físico o abuso contra 

trabajadoras agrícolas en los cultivos de fresa y en las instalaciones destinadas a su alojamiento en la provincia 
de Huelva, en las que se aludía a dificultades para la presentación de las correspondientes denuncias, motivó la 
tramitación de una queja de oficio para conocer el tratamiento que se viene siguiendo ante estas publicitadas 
denuncias y la tutela judicial efectiva de las perjudicadas.
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Del mismo modo, al margen de las cuestiones judiciales, estos hechos tienen lugar en un escenario más amplio, 
que afecta a las condiciones de trabajo de este colectivo de empleo, fuertemente feminizado y con importante 
presencia de mujeres extranjeras.

La importancia estratégica para un sector productivo tan importante para Huelva, como es el de cultivo de la 
fresa y otros frutos, ha propiciado la ordenación de estos flujos de mano de obra a través de la organización de 
contingentes y métodos de contratación en origen, sobre todo en Marruecos y países del Este europeo.

A pesar de toda la experiencia avanzada, y de la aplicación de sistemas regulatorios de estas campañas, las 
condiciones de trabajo son difíciles y exigentes, propiciándose contextos en los que sus trabajadoras pueden 
convertirse en objetivo de situaciones de presión o de amenazas en muy diversos aspectos.

Una posición de inferioridad que mereció nuestra atención como Defensor del Pueblo Andaluz. Así solicitamos 
informes a las administraciones implicadas en este fenómeno para valorar el funcionamiento del sistema de 
contingentes, sus carencias y posibles mejoras.

En estos momentos nos encontramos a la espera de los datos solicitados, información necesaria para valorar la 
situación de este colectivo y determinar nuestra intervención (Queja 18/3717).

No podemos dejar de reseñar la especial vulnerabilidad en la que se encuentran algunos menores extranjeros que 
conviven con sus familias. En especial queremos señalar la situación de las familias de trabajadores temporeros 
de otros países que acuden a realizar los trabajos de recolección de algunos municipios andaluces.

Citamos como ejemplo la situación de riesgo en la que fueron localizados unos menores, integrantes de distintas 
familias inmigrantes de Rumanía, cuyos padres trabajaban como temporeros en faenas agrícolas y que habían 
ocupado -sin ningún titulo que los habilitara- viviendas de nueva construcción, algunas de las cuales no llegaron a 
ser vendidas en su totalidad por la empresa promotora. Las viviendas que ocuparon tenían sus puertas y ventanas 
tapiadas y carecían de los servicios básicos porque no disponían de las acometidas de agua y electricidad.

Dichas familias se encontraban en una situación socio-económica muy precaria y su fuente de ingresos provenía 
de trabajos agrícolas como temporeros. Durante el tiempo en que realizaban esa labor, los hijos que aún no tenían 
edad para trabajar se quedaban al cuidado de sus hermanos, pero en la mayoría de los casos sin disponer de persona 
adulta que los cuide y vele por ellos.

Para atender las necesidades de estas familias, los Servicios Sociales de dicha localidad centraron sus esfuerzos en 
realizar un censo real de todas estas personas y de este modo conocer de forma exacta la magnitud del problema.

A continuación, ganándose su confianza, les prestaron la ayuda posible en el margen de competencias municipales 
y conforme a los recursos disponibles. Aún así, se llegó a producir la intervención del Servicio de protección de 
menores de la Junta de Andalucía en algún caso significativo, permaneciendo en la misma situación el resto de 
familias con la ayuda que siguieron proporcionándoles los Servicios Sociales municipales (queja 17/3155).

1.10.2.4 Protección del derecho a la educación de personas inmigrantes
La Constitución Española y la Convención sobre Derechos de los Niños señalan que el derecho a la educación de 

los menores de edad deberá garantizarse a todos por igual.

En relación con los alumnos extranjeros, la Ley de Educación señala que todo lo relacionado con la escolarización, 
obtención de títulos y acceso al sistema general de becas y ayudas al estudio será aplicable al alumnado extranjero 
«en los términos establecidos en la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los 
Extranjeros en España y su integración social».

La mencionada Ley orgánica, en su artículo 9, viene a establecer que los extranjeros menores de dieciséis años 
tienen el derecho y el deber a la educación, que incluye el acceso a una enseñanza básica, gratuita y obligatoria. 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/nos-interesamos-por-las-medidas-de-proteccion-para-la-integridad-de-derechos-de-las-temporeras

	1.10.2.3 Protección a colectivos inmigrantes en situación de especial vulnerabilidad 



